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EXPOSICIÓN DE LOS HECHOS 

Chirilagua participó en las negociaciones de la OEA en 1948, ratificó todos los tratados 

interamericanos de DDHH y es parte de los principales tratados de esta materia en el marco 
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Las grandes empresas mediáticas tildare
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Pereira recibió comunicaciones de la COFERETEL dirigidas a su nombre, pagó como 

directora los impuestos de la emisora y asumió públicamente la vocería de la radio.  

La línea editorial de la emisora es considerada opositora al gobierno. Investigaciones llevadas 

a cabo por sus periodistas revelaron varios casos de corrupción. Además, le brinda un lugar a 

los políticos que resultan marginados por los grandes conglomerados mediáticos. Su franja de 

mayor audiencia corresponde a un programa de noticias sociales, actualidad y humor político, 

conducido por William Garra. Radical Radio fue la primera estación radial que hizo eco del 

Facebookazo, lo promovió y trató el tema en varios programas. El día de la marcha dedicó la 

programación a su cubrimiento. Garra denunció que elementos de la Guardia Federal habían 

sido enviados para impedir el Facebookazo en San Pedro y que los terratenientes habían 

contratado personas ajenas a la comunidad para realizar marchas de apoyo al Gobierno.  

El 10 de marzo de 2008, Radical Radio transmitió la contienda electoral y denunció tener 

información de que en varias ciudades se podrían cometer fraudes electorales. 

- Intervención de Radio Su-Versión en los hechos: ACOSINTI es una organización social que, 

con el objetivo de desarrollar de manera más eficiente su labor social, decidió conformar una 

radio comunitaria. Para tal efecto, participó, sin obtener resultados favorables, en las dos 

únicas convocatorias realizadas por la COFERETEL desde la aprobación de la LOT en 1976, 

en cuyo artículo 70 se reconoce la radiodifusión comunitaria y se establece que ésta tendrá 

derecho a un porcentaje proporcionado de las frecuencias radioeléctricas. Dicha norma es 

concordante con el criterio pluralista fijado en la Constitución chirilagüense. 

Entre 1976 y 1995 ACOSINTI presentó 14 peticiones formales ante las autoridades 

solicitando información sobre la apertura de convocatorias. Ninguna de ellas fue contestada. 

En 1995, ACOSINTI inició una acción de constitucionalidad contra el Servicio Comunitario 

de Radiodifusión Sonora, aduciendo la violación a su derecho a la información. La Corte 
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Primera de Circuito de Gorgia decidió a su favor. El servicio contestó que gozaba de 

discrecionalidad para determinar en qué momento abrir una convocatoria para la concesión 

del servicio público de radiodifusión sonora comunitaria. Frente a esta respuesta, ACOSINTI 

presentó una petición de desacato por incumplimiento de orden judicial, lo cual fue negado.  

Ante estas negativas por parte del Estado, en junio de 1996, ACOSINTI decidió comprar 

equipos de repetición e iniciar transmisiones radiales que beneficiarían a la comunidad.  

Francis Hoffman fue nombrado como encargado de los proyectos de comunicaciones. En 

2001, dadas las buenas relaciones con el Presidente Municipal de San Pedro, la emisora se 

trasladó a un edificio de la municipalidad. A partir de 2002, por un convenio con Radical 

Radio, en ocasiones, como en el día del Facebookazo, ambas emisoras trastado, fvn encadenadas. 

- La respuesta del gobierno al facebookazo: Al día siguiente del Facebookazo, desde el 

Gobierno Federal se realado, zaron declaraciones culpando de los trágicos hechos a los 

organizadores de la marcha y a los medios de comunicación que la promovieron, por haber 

incitado a la violencia y a la desestabilización nacional; y se prometió que se adoptarían 

medidas y se castigaría a los responsables con todo el rigor de la ley. Fue en la jornada 

inmediatamente posterior, o sea: dos días después del facebookazo, cuando la COFERETEL 

anunció el inició de una revisión de los medios de comunicación. A tal efecto, solicitó la  

actualización de datos a todas las cadenas de radio y televisión. Un mes más tarde dispuso la 

cancelación de las concesiones otorgadas a 40 emisoras de radio, de las cuales ninguna 

pertenecía a las radios oficialado, stas de la Alianza Fresa. Radical Radio fue una de las emisoras 

cerradas. La COFERETEL argumentó que el motivo fue el incumplimiento de lo dispuesto 

por el Art. 92 de la LOT. Por otro lado, se ordenó el cierre inmediato de todas las emisoras 

ilegales conocidas en el país y la confiscación de sus equipos, y en virtud de ello, en una 

operación sorpresa, agentes del Estado incautaron los equipos de Radio Su-Versión.  
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El 10 de abril de 2008, Dayle, en su calidad de representante legal de Radical Radio, demandó 

ante el tribunal administrativo la cancelación de la medida por la cual se cerró su emisora. El 

proceso se encuentra en etapa probatoria desde enero del 2009.  Asimismo, el 30 de Abril 

Dayle y Pereira presentaron una acción de constitucionalidad, alegando que la cancelación de 
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los derechos contenidos en los Arts. 7, 8, 13, 21, 24 y 25 de la CADH, todos ellos en relación 

con su Art.1.1, en perjuicio de Radical Radio, Radio Su-Versión, Pereira, Hoffman, Garra y la 

población de Chirilagua. El 15 de Dic. de 2008, la CIDH dio trámite a la petición y trasladó a 

Chirilagua las partes pertinentes. En su respuesta, el Estado planteó que no se existieron 

violaciones a los DDHH, en tanto las actuaciones judiciales y administrativas se habían 

realizado con total apego por la normativa vigente; que las personas jurídicas no podían 

acudir ante el sistema interamericano; que en la jurisdicción interna estaba pendiente por 

resolver una acción ante lo contencioso administrativo; y que se había aprobado una nueva 

LOT que repartía las licencias más equitativamente. La CIDH declaró admisible el caso e 

indicó en su informe 
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por lo dispuesto en el Art. 46.2 c; el cual establece que “las disposiciones de los incisos 1.a. y 

1.b. del presente artículo no se aplicarán cuando (…) haya retardo injustificado en la decisión 

sobre los mencionados recursos”. 
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El primero de los criterios a los que se hizo mención se refiere a la complejidad del asunto. En 

el caso sub judice se observa que los hechos no revisten mayores dificultades, ya que 

solamente bastaría para resolverlo la constatación en los registros públicos de la existencia o 

no de los requisitos necesarios para tener la concesión de uso del espacio electromagnético. El 

tribunal chirilagüense, realizando esta simple acción, tendría todos los materiales necesarios 

para poder fallar de modo ajustado a derecho.  

En cuanto al segundo criterio que se refiere a la conducta del interesado, debe hacerse notar 

que en ningún momento surge de los hechos del caso que Dayle haya realizado actos 

tendientes a dilatar maliciosamente el proceso. Por lo tanto, tiene que deducirse que su 

conducta es la adecuada para este tipo de litigios. 

Respecto al tercer requisito cabe mencionar que el comportamiento del tribunal en el caso 

puede entenderse como excesivamente lento. Hay que tener en cuenta que el tribunal tardó 

aproximadamente 3 meses para admitir la causa y que este proceso, luego, se prosiguió con 

cuestionable lentitud ya que, desde el día 15 de Enero de 2009 se encuentra en etapa 

probatoria.  Esta circunstancia resulta inadmisible y más aún teniendo en cuenta lo rápido del 

accionar de los tribunales chirilagüenses en los demás procedimientos judiciales que se 

mencionan en los hechos del caso. 

El cuarto elemento de análisis es la afectación generada por el procedimiento. García Ramírez 

explica este criterio de la siguiente manera: “Es posible que aquél [el proceso] incida de 

manera poco relevante sobre esa situación; si no es así, es decir, si la incidencia crece, hasta 

ser intensa, resultará necesario, en bien de la justicia y la seguridad seriamente 

comprometidas, que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que en breve tiempo -

‘plazo razonable’- se resuelva la situación del sujeto, que ha comenzado a gravitar 
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severamente sobre la vida de éste”5.  Se debe tener presente que por este hecho se afecta a 

Radical Radio y, como integrantes de esa persona jurídica, a Pereira y a Dayle. Los 

damnificados durante este período tuvieron fuertes perjuicios, ya que no solo se los afectó 

económicamente porque se les cerró su fuente de trabajo, sino que también se violentó su 

derecho a trasmitir ideas. Por ello y por todas las razones anteriormente expuestas, la 

excepción interpuesta por el Estado, que hace referencia a la instancia judicial abierta, no 

tiene que tener lugar.  

Nueva Ley Orgánica de Comunicaciones  

El Estado en su respuesta a la CIDH alegó que se había aprobado una nueva LOT que lograría 

una distribución más equitativa del espacio radioeléctrico. Al respecto cabe remitirse a la 

línea jurisprudencial que ha sentado la Corte indicando que “una posible reparación llevada a 

cabo en el derecho interno cuando el conocimiento del caso ya se ha iniciado bajo la 

Convención Americana, esto es, cuya admisibilidad haya sido determinada, no inhibe a la 

Comisión ni a la Corte de continuar su conocimiento, ni brinda al Estado una nueva 

oportunidad procesal para cuestionar la admisibilidad de la petición que ya ha sido 

establecida”6. Recordando que la petición ante la CIDH fue interpuesta en Dic. de 2008T

1 0 0 1 9p 
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afectar sus derechos”18. Esto quiere decir, que cualquier acción u omisión por parte de un 
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llevados a cabo por la COFERETEL. Asimismo, puede observarse a simple vista que en 

ningún momento se respetaron cabalmente las garantías del debido proceso.  

El ente regulador que realizó los procedimientos, fundamentó su decisión de cerrar Radical 

Radio, en que esta emisora no cumplía los requisitos de funcionamiento dispuestos por la 

LOT, y, por otra parte, dio fundamento al cierre de Radio Su-Versión basándose en el carácter 

de ilegal que le adjudicó a la misma. 

La decisión de la COFERETEL tuvo un claro carácter arbitrario ya que, en ningún momento 

se le permitió a los damnificados el acceso a la jurisdicción dándoles la posibilidad de 

presentarse ante un órgano encargado de tomar la decisión y esclarecer los hec
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radios, con lo cual se configuró otra violación por parte de Chirilagua. Tiene que entenderse 
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Además, el tribunal tiene que analizar que ni en el caso de Radical Radio ni en el de Su-

Versión, se permitió contar con los medios adecuados para demostrar que su condición no era 

contraria a la reglamentación que rige respecto de los medios de comunicación. La 

jurisprudencia nos indica que los intervinientes en un proceso tienen que tener la posibilidad 

de "contradecir las pruebas y ejercer el control de las mismas" y  la de poder "intervenir con 

pleno conocimiento en todas las etapas del proceso"26. Claramente esto no fue respetado en el 

caso sub judice y por lo tanto también se ha violado el derecho consagrado en el Art. 8.2 c. 

Ante los argumentos expuestos se concluye que se violó el derecho al debido proceso, en 

perjuicio de Radical Radio y Radio Su-Versión, y de las personas físicas que subyacen detrás 

de ellas: Pereira, Dayle y Hoffman. 

- Proceso contencioso administrativo llevado adelante por Dayle. 

En este punto se produjo una clara violación al derecho fijado en el Art. 8.1 en cuanto al plazo 

razonable, tal como quedó plasmado cuando se trató el tema al analizar la admisibilidad. 

Este hecho y los hasta aquí mencionados configuraron una violación al derecho contemplado 

en el Art. 8 por las que corresponde imputarle responsabilidad internacional a Chirilagua. 

EL ESTADO DE CHIRILAGUA VIOLÓ EL DERECHO ESTIPULADO EN EL ART. 

25 DE LA CADH  EN RELACION SU ART. 1.1. 

El derecho consagrado en el Art. 25 tiene una importancia significativa para los individuos y 

la protección integral de los DDHH. La Corte conceptualiza esa importancia de la siguiente 

manera: “La salvaguarda de la persona frente al ejercicio arbitrario del poder público es el 

objetivo primordial de la protección internacional de los derechos humanos. La inexistencia 

de recursos internos efectivos coloca a las personas en estado de indefensión”27.   

Este derecho, de vital importancia en estados democráticos, consagra la facultad a acceder a la 
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justicia por parte de los ciudadanos de un Estado perteneciente al sistema interamericano de 
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individual y una dimensión social”36. En su dimensión individual comprende el derecho de 

“utilizar cualquier medio idóneo para difundir el pensamiento propio y llevarlo al 

conocimiento de los demás”37. En su dimensión social implica “el derecho de todos los 

miembros de la sociedad a conocer información u opiniones que otros puedan difundir”38. La 

afectación de cualquiera de estas dos dimensiones acarrea necesariamente como correlato una 

lesión a la otra39. Es por ello que, para asegurar la efectividad plena de la libertad de 

expresión, ambas deben ser garantizadas y protegidas en forma  simultánea40. 

La comprensión de este carácter “dual”41 de la libertad de expresión es fundamental para 

interpretar el alcance y la importancia de su protección. Asimismo, es también esencial tener 

en cuenta, para comprender su significación y trascendencia, otra característica del derecho a 

la libre expresión42: su ingénita “ligazón a la democracia”43. Esta peculiaridad, que ha sido 

especialmente destacada en la Carta Democrática Interamericana44, ha sido reconoc
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sostener que “la libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una 

sociedad democrática”47. Esta afirmación se fundamenta en que la libre circulación de ideas, 

opiniones e información, es “indispensable para la formación de la opinión pública”48 y 

constituye una “condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus opciones, esté 

suficientemente informada”49. Además, a través de la opinión pública, la sociedad realiza un 

control que fomenta la transparencia de las actividades estatales y promueve la 

responsabilidad de los funcionarios sobre su gestión50. Ese fomento es esencial para el 

ejercicio de la democracia ya que “la transparencia de las actividades gubernamentales” 

constituye uno de sus componentes básicos51. 

En virtud de los razonamientos expuestos se advierte que la libertad de expresión se sitúa 

“como línea transversal e integradora del plexo de todos los demás derechos en su relación 

con las garantías democráticas”52. Se trata de un derecho humano “que si se pierde, pone en 

peligro la vigencia de todos los demás valores y principios”53 propios de la democracia. Esos 

valores y principios que cimientan al sistema democrático, son cruciales para la realización de 

los fines de la Convención54, y su importancia no debe ser menospreciada, porque como la 

historia nos ha demostrado55, sin democracia plena los DDHH son fácilmente vulnerados.  

Todo esto ratifica la importancia de este especial derecho que, parafraseando a John Milton, 

se encuentra en “la cima de todas las libertades”56. Ha sido consagrado en la DUDH57 y en el 

                                                           
47 Oc 5-85 Párr. 70 Cfr. Oc-5/85, Párr. 69 y 70. Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile 19/9/2006, Párr. 85; 

Cfr.  Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay 31/8/2004, parr82 y 86; Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica 

2/7/2004, parr112 y 113- Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú 4/9/2001, parr151 y 152; Cfr Caso Ivcher 

Bronstein Vs. Perú. 4/9/2001, Párr. 68 y 69 
48 Oc 5-85 Párr. 70 
49 Oc 5-85 Párr. 70 
50 Corte IDH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica 2/7/2004, Párr. 127 
51 Cfr. Art 4 de la Carta Democrática 
52 Asdrúbal Aguiar Pág. 10 
53 “La 
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el hecho de que las instancias judiciales chirilagüenses validaran los actos administrativos por 

los que se ordenó el cierre de las radios, ya que la Corte IDH, acertadamente, ha sentado 

jurisprudencia respecto a que la violación de la prohibición de censura puede provenir incluso 

del poder judicial75. En la sentencia del caso “La Última Tentación de Cristo”, el tribunal 

interamericano, ha dicho que “la responsabilidad internacional del Estado puede generarse 

por actos u omisiones de cualquier poder u órgano de éste, independientemente de su 

jerarquía, que violen la Convención”76. 

Tampoco puede Chirilagua invocar el ejercicio de su poder regulatorio para excusarse de la 

responsabilidad internacional que le corresponde. Ello es así porque el cierre de las radios 

significó un abuso de la confianza legítima, por no ajustarse a los parámetros en los que el 

Estado puede actuar con plena discrecionalidad; porque violó las garantías mínimas que todo 

el accionar de un órgano de poder estatal debe cumplir, cuando por tal se afectan derechos77; 

y, principalmente, porque el ejercicio de la libertad de expresión no es una concesión de las 

autoridades, sino un derecho inalienable del pueblo78. 

- Las excesivas penas por difamación impuestas a Pereira, Hoffman y Garra. 

Pereira, Hoffman y Garra fueron encontrados responsables del delito de difamación y 

condenados a penas de prisión. Esas sanciones configuraron una restricción a la libertad de 

expresión que tampoco es permitida en el sistema interamericano. Si bien en este caso sí se 

trató de la aplicación de responsabilidades ulteriores, este accionar igualmente contrarió lo 

dispuesto en la Convención, ya que para que esas restricciones sean efectivamente admisibles 

deben cumplir los requisitos estipulados en el inciso 2 de su Art. 1379. Para analizar si 

                                                           
75 Cfr. Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo“ (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile 5/2/2001 - Cfr. “La 

aplicación de los tratados sobre derechos humanos en el ámbito local…” Abramovich, Víctor y otros.910 
76 Corte IDH. Caso “La Última Tentación de Cristo“ (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile 5/2/2001. Párr. 72  
77 Cfr. Corte IDH. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. 4/9/2001, Párr. 102 y 105 
78 Cfr. Principio 1 de la Declaración de Chapultepec. 
79 Cfr. OC-5/85,  Párr. 57 – Cfr Corte IDH. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile 19/9/2006, Párr. 88, Cfr Caso 

de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia 31/1/2006, Párr. 218, Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile 
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cabalmente se han cumplido esos requisitos es necesario realizar un “test tripartito”80, 

cotejando si se han verificado las tres condiciones básicas a las que ha hecho referencia la 

jurisprudencia interamericana al examinar este artículo81.  

En primer lugar, para imponer de manera legítima responsabilidades ulteriores como 

consecuencia del ejercicio de la libertad de expresión, de conformidad con lo establecido por 

la Convención, éstas “deben estar expresamente fijadas por la ley”82. En este caso el delito 

de difamación por el que fueron condenados Pereira, Hoffman y Garra, se encontraba 

regulado en el Código Penal nacional. Sin embargo, de acuerdo con lo establecido por la 

Corte IDH, si la limitación proviene del derecho penal, es preciso, además, observar el 

requisito específico propio de este tipo de legislación que exige taxatividad a la hora de 

tipificar las conductas punibles83. Claramente, este requerimiento no es cumplido por la 
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La Corte ha indicado en reiteradas oportunidades86 que “las expresiones concernientes a 

funcionarios públicos o personas que ejercen funciones de naturaleza pública, que se 

expusieron voluntariamente a un escrutinio público más exigente, deben gozar de un margen 

de apertura y debate amplio respecto de asuntos de interés público”87. Ello es “esencial para 

un debate verdaderamente democrático”88, como lo expone el ex juez de la Corte IDH, 

Asdrúbal Aguiar89 cuando explica que este diferente umbral de protección respecto de los 

funcionarios públicos se justifica, no solo porque se han expuesto voluntariamente a un 

escrutinio más exigente90, sino porque “sus actividades salen del dominio de la esfera privada 

para insertarse en la esfera del debate público”91. Este criterio no debe interpretarse en el 

sentido de que el honor de los funcionarios o de las personas públicas quede desprotegido, 

sino que debe serlo de manera acorde con el principio de “pluralismo democrático”92. De 

conformidad con lo dicho por la Corte Europea, por sus especiales matices y vinculación con 

la democracia, la libertad de expresión debe garantizarse 
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restrictivo, severo y estigmatizante para establecer sanciones95, no cabe otra conclusión más 

que afirmar que las sanciones penales por difamación sufridas por Pereira, Hoffman y Garra, 

han sido excesivas. Se limitó así, desproporcionadamente su libertad de pensamiento y 

expresión.  

Podría argumentarse que no hubo violación al derecho contemplado en el Art. 13 de la CADH 

en virtud de que la Corte ha admitido “la idoneidad de la vía penal para proteger el honor de 

funcionarios o personas equiparables”96
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supuestamente afectada. Eso, en apariencia, es perfectamente admisible en Chirilagua, ya que 

según su ordenamiento interno el propio Estado puede ser el titular de este tipo de acciones100. 

Lo llamativo es que eso sucede cuando la difamación se da “contra funcionarios públicos o 

casos en que se afecte el orden público o el interés nacional”101, y que como se mencionó, el 

Ministerio Público no actuó por la víctima sino por la figura del presidente. 
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Las mencionadas acciones del Estado (el cierre de las radios y las excesivas penas por 

difamación) constituyeron, como se expuso,  innegables violaciones a la Convención por la 

forma en que se dieron. Asimismo, estuvieron enmarcadas en un contexto que corresponde 

analizar porque, como sostuvo la Corte en el caso Ivcher Bronstein, “al evaluar una supuesta 

restricción o limitación a la libertad de expresión, el Tribunal no debe sujetarse únicamente 

al estudio del acto en cuestión, sino que debe igualmente examinar dicho acto a la luz de los 

hechos del caso en su totalidad, incluyendo las circunstancias y el contexto en los que éstos 

se presentaron”107. En virtud de estas consideraciones es pertinente mencionar varias 

circunstancias que contribuirán a hacer el indicado análisis. Principalmente cabe hacer 

referencia a que los hechos de este caso se sucedieron en época de elecciones y que la línea 

informativa de las victimas era claramente opositora al gobierno. Igual relevancia reviste el 

hecho de que el Estado anunciara la revisión generalizada de los medios de comunicación dos 

días después “Facebookazo” y apenas días antes de la celebración de las elecciones.  

Si bien examinadas en forma aislada, acciones como la mencionada, no parecerían restringir 

el derecho a la libertad de expresión, teniendo en cuenta el contexto en que se dan, 

constituyen una afectación a dicha libertad108. No puede dejar de observarse que la aludida 

revisión no fue rutinaria y que, como resultado de la tarea de control llevada a cabo por la 

COFERETEL, se dispuso la cancelación de las concesiones otorgadas a 40 emisoras de radio, 
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encargados de regular las telecomunicaciones es parte del deber de los Estados de “garantizar 

el máximo grado de pluralismo y diversidad de los medios de comunicación en el debate 

público”112. Todo ello contribuiría a un goce pleno del derecho a la libertad de expresión. 

Refiriéndose a este tema, Adrián Ventura, sostiene: “El ejercicio efectivo de la libertad de 

expresión implica la existencia de prácticas sociales que la favorezcan. Es posible que la 

libertad de expresión se vea legítimamente restringida (…) por condiciones de facto que 

directa o indirectamente colocan en situación de riesgo o vulnerabilidad a quienes la ejerzan. 

El Estado en el marco de sus obligaciones de garantías de derechos, debe abstenerse de 

actuar de modo que propicie o favorezca esa vulnerabilidad”113.  Por lo expuesto, ya puede 

observarse que el accionar del gobierno no fue el adecuado.  

Por último, para terminar de contextualizar los hechos de este caso, cabe hacer referencia a 

los duros términos con que se refirió el Presidente Norris (junto a otros agentes del Estado y 

medios oficialistas) respecto de las personas que apoyaban al “Facebookazo”114, y al papel 

que jugó la Guardia Federal en los sucesos del 3 de Marzo de 2008. Varios destacamentos de 

la Guardia Federal fueron enviados a la ciudad de San Pedro bajo la orden de proteger 

únicamente a los manifestantes progubernamentales. En dicha ciudad se registraron fuertes 

episodios de violencia y como resultado de los enfrentamientos producidos cinco civiles 

perdieron la vida. Esas muertes aún no han sido esclarecidas. El accionar de la Guardia 

Federal no contribuyó a evitar disturbios o confrontaciones durante las manifestaciones. Garra 

incluso denunció que ésta había sido enviada para intentar impedir el “Facebookazo”.  

Lo expuesto devela una clara antipatía del gobierno presidido por Norris con las victimas de 

este caso. Lo reprochable  es que esta enemistad impidió poner en práctica su deber de 

“organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las 

                                                           
112 Cfr. Democracia y Derechos Humanos en Venezuela. Informe CIDH Párr. 370 
113 Adrián Ventura, “Libertad de Expresión, Estándares en la Corte IDH 1985-2009”. Pág. 58 
114 Libertad de Expresión, Estándares en la Corte IDH 1985-2009. Adrián Ventura. Pág. 58 
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II - Si esta honorable Corte estimase que ha existido una violación a los derechos antes 

mencionados, se solicita que se ordene al ilustre Estado de Chirilagua: 1)Pagar una justa 

indemnización compensatoria a Radical Radio, a Radio Su-Versión, a los señores Byron 

Dayle, Francis Hoffman y William Garra y a la señora Melanie Pereira por las violaciones 

anteriormente expuestas; 2)Anular la sanción por la cual se ordenó el cierre de Radical Radio 

y de Radio Su-Versión; 3)Adoptar las medidas necesarias para cumplir con su deber de 

organizar todo el aparato gubernamental a fin de lograr el libre y pleno ejercicio de los 

DDHH; 4)Publicar la sentencia de la Corte IDH en el boletín oficial; y 5)Pagar  las costas y 

reembolsar los gastos en los que incurrieron los peticionantes para litigar por este caso.  

III - Se solicita asimismo a este honorable tribunal, que disponga las medidas necesarias para 

supervisar y verificar el efectivo cumplimiento de la sentencia que dicte. 


